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EL GESTOR PROCESAL
JAVIER A. LORENTE
1 . ANTECEDENTES LEGALES, DOCTRINARIOS Y JURISPRUDENCIALES
La norma jurídica contenida en el art. 48 de nuestro Có-
digo ritual no fue producto de la creación imaginativa de
ningún jurista en especial. Si bien puede reconocerse a al-
guien como su autor inmediato, es decir, el que le dio su
forma definitiva, ni aun este mismo jurista puede admitir
que las normas surjan por generación espontánea como con-
secuencia de un momento de imaginación.
El art. 48 del Cód. Proc. Civil y Com. de la Nación, refor-
mado por la ley 22.434, tal como llega a nosotros, reconoce
diversas fuentes, las que incluso se remontan al derecho ro-
mano.
La institución del gestor procesal ya era conocida en el
derecho romano con el nombre de cautio de rato et grato, y
permitía ejecutar diligencias urgentes en nombre de terce-
ros. Esta institución romana se ve también cristalizada, en
la nota al art. 920 del Cód. Civil, al tener a los hijos y ascen-
dientes de la persona ausente, como procuradores presun-
tos‘.
El mayor ordenamiento jurídico de la Edad Media y Mo-
derna española, y máximo exponente de la continuacrón del
pensamiento jurídico romano, no podía dejar de receptar
este instituto, cuya utilidad era de una evidenCIa palmaria.
Así, la ley 21. título V de la Partida III, preceptuaba que
quien se presentaba a demandar, teniendo poder suﬁc1ente,
pero que ofrecía dudas, debía asegurar con fianzas o pren-
l Yáñez Alvarez. César D., El gestor procesal. JA, doctrina 1970-785.
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das. que su mandante tendría por ﬁrme lo que hiciese en el
pleito.
Siguiendo al maestro español Caravantesz, podemos de-
cir que esta norma se fundaba en la práctica de admitir a un
procurador, aunque no tuviera poder, o con un poder dudo-
so, si prometía presentarlo o suplir el defecto a la mayor bre-
vedad posible.
Resaltaba también Caravantes la utilidad y conveniencia
del remedio, pues de prohibírselo se hubiera privado a las
partes de la administración dejusticia, precisamente cuando
más la necesitaban por encontrarse ausentes o apremiados
por la urgencia y perentoriedad de alguna diligencia.
Sin embargo, a la hora de volcar esta tradición jurídica
en el marco de la ley de enjuiciamiento de 1855, este insti-
tuto de profunda raigambre hispánica no fue mantenido.
La posterior ley de enjuiciamiento de 1881, tampoco dio
cabida a la cautio de rato et grato. contrariando una sana
práctica en la materia.
Según Alsinaa, nuestro antiguo Código de Procedimien-
tos, siguiendo la postura de la ley de enjuiciamiento españo-
la, no receptó la ﬁgura del gestor procesal. Así los arts. 13 y
14 de dicho Código, expresamente exigían en todos los casos
la debida justiﬁcación del poder invocado. Terminaba aﬁr-
mando este autor. la innegable utilidad del instituto.
Aun antes de la sanción del Código Procesal de 1967 (ley
17.454). varios Códigos de provincia, admitían expresamen-
te, pero para casos taxativamente enumerados, la posibili-
dad de la representación sin poder. Así, los de 'Córdoba
(art. 29), Entre Ríos (arts. 28 y 29). San Luis (art. 54), Santa5‘;(art. 43), Santiago del Estero (arts. 30 y 31) y Mendoza (art.).
No obstante estos antecedentes, es innegable que la
fuente inmediata de la actual redacción del art. 48 del Cód.
Proc. Civil y Com. de la Nación, es el art. 200 de la ley 5177.
2 De Vicente y Caravantes. José. Tratado histórico. crftico ﬁlosóﬁco
delos procedimientos judiciales en materia civil según la nueva Ley de en-
Jutciamiento, Madrid, Imprenta de Gaspar y Roig. 1856, t. I. p. 352 y 378. ci-
tado por Yáñez Alvarez. El gestor procesal, JA. doctrina 1970-785 y Eisner.
Isidoro. Sobre el requisito de "urgencia" que habilita la actuación del ges-
tor procesal. LL, 1976-C-474.
3 Alsina. Hugo, Tratado teorico-práctico de derecho procesal civil y
comercial. Parte general. 2' ed.. Bs. As.. Ediar, 1956. t. I, p. 471. citado por
Eisner. Sobre el requisito de “urgencia”, LL, 1976-0474.
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de la provincia de Buenos Aires, para el ejercicio de la abo-
gacía, que establecía: “En los casos urgentes podrá admitirse
la comparecencia del abogado o procurador sin los docu-
mentos que acrediten la personalidad, pero que si no fuesen
presentados dentro del plazo perentorio de diez días, que-dará anulado todo lo actuado por el gestor y éste pagará las
costas causadas". Posteriormente, y con una ampliación
del plazo (a sesenta días), fue convertido en norma nacional
en el art. 48 del Cód. Procesal, ley 17.454.
Finalmente, receptando algunas críticas dispensadas a
esta norma legal, especialmente respecto del desmesurado
plazo, pues al decir de Solari Brumana, al ser de días hábiles,
“se crea un plazo angustioso que hace que el llenar el vacío
no sea perentorio y caiga en el olvido”, la ley 22.434 reformó
en lo pertinente la norma que trata del gestor procesal.
El art. 48 de la ley local, acorta a cuarenta días el plazo de
presentación de los instrumentos que acrediten la personali-
dad, o para la ratificación de lo actuado por el gestor.
La norma del Código Procesal de la Nación tiene un cri-
terio más estricto que su semejante de la provincia de Buenos
Aires, pues condiciona la urgencia a hechos o circunstancias
que impidan la actuación de la parte que debe cumplirlos.
Hecha esta prieta síntesis de la evolución de la institu-
ción del gestor procesal, analizaremos muy brevemente
cuáles han sido las opiniones de losjueces yjuristas sobre el
tema.
Se da una clara interrelación, entre períodos de vigencia
de las distintas normas que tocaban el tema y las opiniones
jurisprudenciales y doctrinales.
Así, vigente el art. 200 de la ley 5177, y aun antes. 135.019?-
niones doctrinarias fueron abundantes, no así los faIIOSJudi-
ciales.
Rescatamos como muy eruditas las opiniones de Spota
sobre la materia 5, y las precursoras intervenciones de Salas“,
cristalizadas más tarde en la legislación.
4 Solari Brumana, Juan A., Propuesta de solución 'a un problema que
surge del artículo 48 del Código Procesal y los honorarios del abogado.JA,
1975-386.
l
l
5 Spota, Alberto G., Representación sin poder y caducrdad de este ul»
timo, JA. 1953-lV-389 y Actos procesales de representante sm poder
de re-
presentacion, JA, 1956-1-356. l
° Salas, Acdeel E.. La ratificación de los actos celebrados sm poder,
JA, 1942-IV-49, nota 2, secc. doctrina.
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Ya en vigencia el Código Procesal Civil y Comercial de la
Nación (ley 17.454) obligatoriamente debemos resaltar el
muy completo trabajo de Yáñez Álvarez7. que a poco de en-
trar en vigencia la ley citada ut supra dio una invalorable
guía de interpretación, e incluso de posible modiﬁcación de
la norma.
Dentro de este mismo período debemos citar los trabajos
de Bejarano, Solari Brumana y Eisner“.
Por oposición al período anterior, la jurisprudencia so-
bre el tema es muy abundante. Además de fallos de los más
altos tribunales de provincia, fue incluso cuestión tratada
en una decisión de la Cámara Nacional Federal en pleno, en
19779.
Por último, llama la atención que. con cinco años de vi-
gencia de la reforma al Código Procesal Civil y Comercial de
la Nación, el gestor procesal no haya sido tema de ningún
trabajo doctrinario. Rescatamos no obstante el de Parri-
lli W, sobre el punto.
Por el contrario los jueces han discutido y fallado sobre
el tema, incluso en oposición a lo decidido anteriormente,
según lo veremos en los apartados siguientes.
2. REPRESENTACIÓN PROCESAL Y GESTIÓN PROCESAL
Siguiendo a Alsina, podemos decir que “en todo proceso
intervienen dos partes; una que pretende en nombre propio
o en cuyo nombre se pretende la actuación de una norma le-
gal, por lo cual se llama actora. y otra, frente ala cual esa ac-
tuación es dirigida. por lo que se llama demandada" “.
7 Yáñez Álvarez. El gestor procesal. JA. doctrina 1970-735.
5 Bejarano. Juan A., Representación sin poder. Instrumento. En
caso de urgencia en jurisdicción nacional, en “Revista Jurídica-de San Isi-
dro". n° ll. p. 71. Solari Brumana. Propuesta de solución a un problema.
JA. 1975-386, en este trabajo encara el tema del gestor junto con los hono-
rarios del abogado que reviste tal calidad. Proponiendo una solución a la
laguna legal advertida. Eisner. Sobre el requisito de "urgencia". LL. 1976-
C-474. en este trabajo. el autor encara puntualmente el tema de la “urgen-
cia" que habilita al gestor procesal. agotando el tema con una profundidad
admirable.
9 CNI-‘ed. en pleno. 31/5/77. LL, 1977-C-19.
1° Parrilli. Antonio, El gestor judicial. LL, 1986-A-950.
“ Alsina, Tratado. t. I, p. 471.
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Podemos completar esta primera apreciación, diciendo
que todo litigante, al menos en principio, tiene derecho a
comparecer personalmente ante los estrados judiciales, ac-
tuando por sí y en su propio nombre.
Ahora bien, quien se presenta en juicio por un derecho
que no es el propio, debe agregar al proceso los instrumen-
tos que acrediten su representación (art. 46).
Dentro de la amplia gama de expresiones legales que en-
globa el término representación, el mandato, es sin duda la
más importante. Esta representación convencional o vo-
luntaria se opone a la representación legal o necesaria de los
tutores, curadores o representantes de personas de existen-
cia ideal.
Dentro de la figura del mandato se encuentra lo que el
Código Civil llama “las procuraciones judiciales”, a las que
sus normas le son aplicables, supletoriamente (art. 1870, inc.
6°, Cód. Civil).
El Código Procesal Civil y Comercial de la Nación regula
minuciosamente la “representación procesal”, en los arts. 46
a 55 inclusive (capítulo II, título II, libro I).
En los arts. 46 y 47, tras aplicar una consecuencia del
principio de concentración (justiﬁcación y acompañamiento
de toda la documentación en la pieza inicial), se prescribe a
los representantes, legales y convencionales, que acompa-
ñen con el primer escrito, los documentos que acrediten el
carácter que inviste (“justiﬁcación de la personería”).
Hasta aquí el principio general. Pero reconoce una ex-
cepción, como todo principio general que se precie de tal.
Así, el Código Procesal en el art. 49 reconoce la figura del
gestor procesal, que actúa como representante de la parte
(actora o demandada), pero careciendo de la representac1ón
correspondiente.
Siguiendo a Fenochietto y Arazi”, podemos circunscri-
bír la representación de terceros en el proceso civil al perso-
nero (mandatario judicial que lo acredita mediante poder
general o especial) y al gestor; no siendo posible actuar en
juicio en nombre ajeno, invocando un mandato tác1to.
El fundamento de esta ﬁgura es el asegurar la defensa en
juicio, ofreciendo un resguardo o franquicia que la ley
¡2 Fenochietto. Carlos E. - Arazi, Roland. Código Procesal Civil y Co-
mercial de la Nación. Comentado y anotado, Bs. A5., Astrea. 1985. t. l,
p. 200.
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otorga a quien, por encontrarse supeditado a las condiciones
taxativamente impuestas por la ley, no puede actuar perso-
nalmente. Se evita que por motivos ajenos a su voluntad,
quede en estado de indefensión.
3. CONCEPTO Y ALCANCES DE LA GESTIÓN PROCESAL
De acuerdo con la opinión de Palacio, denominase ges-
tor. desde el punto de vista procesal a quien: “limitándose a
invocar la representación de un tercero, o careciendo de po-
der suﬁciente, comparece en nombre de aquél para realizar
uno o más actos procesales que no admiten demora, aunque
con la condición de acreditar personería o de obtener la rati-
ﬁcación de su actuación dentro de un plazo determinado" 13.
Hay diferentes posturas doctrinarias en cuanto al a1-
cance del art. 48 del Cód. Procesal. Así, Yáñez Alvarez '4, es-
tima que comprende las siguientes hipótesis:
a) El que invoca la franquicia tiene poder. pero éste es
insuficiente o defectuoso.
b) El poder es suﬁciente pero no ha podido ser presen-
tado.
c) La falta de poder.
En cuanto a los supuestos a y c, no nos presentan du-
das. No así el caso en que habiendo poder, éste, por razones
de falta de tiempo o por no haber entregado el escribano el
testimonio, no es presentado al proceso. El autor citado
está de acuerdo en considerar a este mandatario como un
gestor procesal y cita en su apoyo un fallo que resolvió que si
se acompañó el poder posteriormente, pero dentro del plazo
del art. 48, debe darse curso a la apelación interpuesta“.
Conforme con esta interpretación, es la opinión de Pala-
cio ‘5. quien admitiendo la diversidad de situaciones, previs-
tas por los arts. 46 y 48, considera que debe reconocerse
como gestor y, por lo tanto, beneﬁciario del mayor plazo del
art. 48. a quien tiene representación conferida pero acredi-
ta la imposibilidad de presentar el poder, o alega hechos o
13 Palacio, Lino E.. Manual de derecho procesal civil. Bs. A5.. Abele-
do-Perrot. 1984. t. I. p. 277.
¡4 Yáñez Álvarez, El gestor procesal, JA. doctrina 1970-786.
¡5 CNTrab, Sala I, 26/6/66, LL. 133-1002.
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circunstancias que obstan a la actuación de la parte que
debe cumplir el acto procesal urgente.
Como vemos, Palacio es más riguroso que el anterior au-
tor, pues incluye la obligación para el gestor de acreditar
la imposibilidad de presentar el poder o de la actuación de la
parte.
En la postura que podemos llamar restrictiva, encontra-
mos a Fenochietto y Arazi ‘7, que junto con un fallo de la Cá-
mara Federal en pleno 1“,distinguen la situación del gestor,
de la del representante que no acompaña el instrumento que
acredita su representación. En tal supuesto, esta postura,
admite el planteamiento de excepciones. Es claro que ad-
miten también. la subsanación de la omisión, pero dentro
del plazo del art. 46.
Ambas posturas son sólidas en argumentos y exposito-
res, lo que nos priva de optar por una de ellas, fundándonos
en el cómodo expediente de la mayor autoridad de sus soste-
nedores. ‘
No obstante, creemos que la razón está del lado de la
postura restrictiva. No pretendemos agregar superiores ar-
gumentos a los ya expresados por sus expositores, pero cree-
mos que en caso de admitir la postura amplia ayudaríamos a
desnaturalizar la ﬁgura del gestor procesal. Así, un fallo de
la Cámara Nacional Especial en lo Civil y Comercial, da una
esclarecedora opinión sobre el tema: “La calidad de gestor
que autoriza el art. 48 del Cód. Procesal, no puede servir de
comodín a abogados y procuradores para cubrir fáciles ‘ur-
gencias’ cuyos remedios están dentro de las previsiones nor-
males dela ley (dar poderes o molestarse en ﬁrmar los escri-
tos, quien actúe personalmente)” 19.
También deseamos, adoptando la postura restrictiva,
atacar la inveterada abulia abogadil, tan difícil de deste-
rrar2°.
El gestor actúa en el proceso en procura de un interés
ajeno que debe obligatoriamente alegar en el caso concreto.
Evidentemente, deberá también indicar la parte en cuyo
¡5 Palacio, Manual. t. I, p. 279.
¡7 Fenochietto - Arazi, Código Procesal, t. 1. p. 203.
9 CNFed, en pleno, 31/5/77. LL, 1977-C-19.
9 CNEspCivcom, Sala IV, 19/4/33. JA. 1934411.110.
2° Solari Brumana, Propuesta de solución a un problema, JA, 1975-
387.
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nombre actúa, debiendo expresar razones que justiﬁquen la
seriedad del pedido y moverse dentro de los límites que le
impone el Código, como que sea una situación de urgencia.
que acredite su personería u obtenga la convalidación de lo
actuado por la propia parte.
Como aspectos negativos, podemos destacar por un
lado. que la franquicia otorgada por este artículo, sólo puede
ejercerse una vez en el curso del proceso; y por el otro la es-
tricta nulidad que provoca la no ratiﬁcación o la ratiﬁcación
extemporánea.
Aun a riesgo de que parezca un juego de palabras, opues-
tas entre sí, creemos que la franquicia otorgada por el art. 48
del Cód. Procesal, tiene un alcance amplio, pero que debe
ser interpretado en forma restrictiva.
Es amplia, pues no tiene limitaciones a trámite judicial
alguno. Es decir, puede el gestor hasta promoverjuicio, in-
terponiendo la demanda pertinente. Esta interpretación se
desprende de la Exposición de motivos. pues trata al gestor
procesal con la mayor amplitud.
Pero como este art. 48 importa la excepción a la norma
general de justiﬁcar debidamente la representación, deben
interpretarse estrictamente los requisitos puestos por la ley
para otorgar la franquicia.
La principal restricción puesta por el Código es, como ya
vimos, que se trate de actos procesales urgentes y que me-
dien hechos o circunstancias que impidan la actuación dela
parte que ha de cumplirlos. El tema de la urgencia lo trata-
remos posteriormente.
A modo de adelanto, debemos decir que las razones de
urgencia deben ser invocadas y deben resultar de la presen-
tación misma, o de las circunstancias del juicio sin que sea
necesario producir prueba al respecto. Así, un fallo de la
Cámara Nacional de Comercio dijo que es necesario expre-
sar concretamente razones atendibles, con respecto a las di-
ﬁcultades que se tengan para presentar el poder o para ac-
tuar por derecho propio. También hace mención este fallo
ala restrictiva aplicación del art. 48 del Cód. Procesal“.
¡l CNCom. Sala E. 15/9/81. ED, 97-283.
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4. CONCEPTO Y ALEGACIÓN DE LA “URGENCIA”
Trataremos en este punto lo relacionado a1 requisito fun-
damental para el otorgamiento de la franquicia contenido en
el art. 48 del Cód. Procesal.
En una primera aproximación, nos ubicaremos dentro
de las apreciaciones doctrinarias y jurisprudenciales sobre
el sentido objetivo de este “standard jurídico”?
Finalmente, y conforme con la reforma de la ley 22.434,
analizaremos el deber que impone el art. 48 al gestor proce-
sal de indicar las razones que justiﬁcan la seriedad de su pe-
dido.
Tanto los fallos anteriores 23 a la promulgación de la ley
22.434, como los posteriores“, enfatizan el carácter excep-
cional de la facultad otorgada por el art. 48 del Cód. Procesal.
No tan pacífica ha sido la determinación de qué debe en-
tenderse por “casos urgentes”, que autoricen esta figura ex-
cepcional.
Así, algunos decisorios (anteriores a la reforma) adopta-
ban el denominado criterio objetivo, o sea el que hace resul-
tar la urgencia de la naturaleza perentoria o impostergable
del acto procesal que se trata de cumplir, o de la particular
situación procesal en que se encuentra 1a parte; según re-
sulta de autos, no exige esta postura la invocación o demos-
tración de impedimentos subjetivos insalvables.
Por otro lado, para el criterio subjetivo, además de la im-
postergable actuación procesal, es necesario justiﬁcar la “ur-
gencia” en circunstancias suficientemente graves que impo-
sibilitan la comparecencia personal de la parte, o la firma del
poder respectivo, alegando algunos pronunc1am1entos a
considerar como “fuerza mayor”.
_ .
Los siguientes casos son claros exponentes del criterio
objetivo. “No es en principio, caso urgente para quese ad-
mita la ...[gestión procesal]..., el que da lugar a la 1niCiac16n
22 Eisner, Sobre el requisito de “urgencia”. LL, 1976-0479.
23 CNCiv, Sala A, 30/3/68, RADP, 1968, nD 3, p. 120; ld.. Id.. 23/5/74, ED,
56-416; íd., Sala B, 19/11/71, LL, 146-619; íd., íd., 6/4/72, LL, 149-613; íd., Sala
C. 17/12/75, LL, 1977-A-518; CNCom, Sala A. 15/4/75, ED. 61-625; íd., Sala B,
7/2/69. RADP, 1969. n° 2, p. 518; CNPaz. Sala V1. 3/2/71. LL, 143-394.
2‘ CNCom, Sala E, 15/9/81, ED. 97-283; CNEspCivCom. Sala III. 17/5/
83, JA, 1984-111-110; íd., Sala IV, 13/2/85, JA. 1985-lV-107.
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de un juicio sucesorio ab intestato, y menos puede serlo Si
no se ha dado razón ni peticionado ninguna medida que po-
dría asimilarse a las precautorias o cautelares"25
En igual sentido no se consideró “caso urgente" la ini-
ciación dejuicio sucesorio, si no se alegan circunstancias es-
pecialísimas referidas a la naturaleza o al estado de los bie-
nes que conforman el acervo 1°.
La Cámara Nacional Civil ha decidido que. para admitir
la comparecencia del gestor, “no basta invocar razones de
urgencia: ellas. en caso de existir, deben resultar de las cons-
tancias del expediente"27.
En dos fallos", anteriores a la reforma. expresamente se
caliﬁca de objetiva a la urgencia que faculta la actuación del
gestor.
En una decisión de la Sala C de la Cámara Nacional en lo
Civil, además de requerir la objetividad de la urgencia,
exime requerir o admitir ninguna prueba para acceder o ne-
gar la franquicia 2°.
Finalizando la reseña de los fallos (anteriores a la ley
22.434), que sustentan el criterio objetivo, es preciso mencio-
nar que un decisorio consideró suficiente la sola invocación
de la franquicia legal, con la promesa de acompañar el poder,
si la urgencia surgía por sí sola de expediente“.
Por otro lado. la jurisprudencia sostenedora del criterio
subjetivo, referido a razones personales insuperables, no fue
menos abundante.
Así, la Cámara Civil, ﬁjó el criterio de admisibilidad de la
actuación del gestor en las primeras presentaciones procesa-
les (promover o contestar demanda), cuando “se conﬁguren
verdaderas diﬁcultades o imposibilidades de obrar. seme-
jantes a las previstas en el art. 3980 del Cód. Civil (p.ej., una
grave enfermedad. un viaje súbito, un encarcelamiento, un
secuestro, etcétera)“.
En este fallo se exigen las diﬁcultades que suspenden el
25 CZ'Apel Mercedes. 16/4/64, LL. 115-516.
16 CApel. San Nicolás, DJBA. 60-162.
17 CNCiv. Sala A, 30/8/63. RADP. 1968. n° 3. p. 120.
25 CZ'Apel La Plata, Sala III. DJBA. 63-82; CNTrab. Sala IV. 5/4/72. JA,
15-1972-319.
29 CNCiv. Sala C. 5/4/72. LL. 1976-B-429, 33.468-5.
3° CNCiv, Sala B. 6/4/72. LL. 149-613. 30.107-5.
31 CNCiv. Sala B. ZIÑ/72, LL, 150-176.
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curso de la prescripción y también las que conforman el caso
fortuito del art. 514 del Cód. Civil.
Otra decisión, denegó la franquicia del art. 48 del Cód.
Procesal, pues el invocante sólo alegaba que la parte se en-
contraba en el extranjero temporariamente, siendo esta cir-
cunstancia insuﬁciente para otorgarla".
Finalmente, en esta reseña de fallos anteriores a la refor-
ma, debemos mencionar uno de la Cámara de Paz 33, que fue
precursor sobre la cuestión tratada, tomando una postura
subjetivo-objetiva al establecer que no es suficiente invocar
razones de urgencia, sino que las mismas deben resultar del
expediente.
Hecho este breve análisis de la jurisprudencia anterior a
la reforma de la ley 22.434, pasaremos a analizar lo introdu-
cido por esta ley, y los cambios producidos (o no) en lajuris-
prudencia.
La reforma impone 1a carga, a quien se presenta invocan-
do el art. 48 del Cód. Procesal, de indicar las razones quejus-
tifiquen la seriedad del pedido. Este extremo, como bien
señalan Fenochietto y Arazi“, anteriormente a la reforma,
sólo era exigido por algunos tribunales y en casos en que la
urgencia no era obvia por el acto procesal que se intentaba.
Así, Palacio, al explicar el criterio subjetivo, en el que la
mera perentoriedad de un plazo no configura “urgencia”,
afirma que la ley 22.434, “se ha inclinado hacia este último
criterio, pues condiciona la admisibilidad de la comparecen-
cia de quien carece de representación conferida a la exis-
tencia de ‘hechos o circunstancias que impidan la actuación
de la parte'
” 35.
No obstante la posición de la ley 22.434 sobre el punto, la
jurisprudencia posterior a dicha reforma no resulta comcx-
dente, repitiendo las divergencias judiciales anteriores.
Así, hay fallos que claramente adoptan la postura se-
guida por la ley, por ejemplo, un fallo dela Cámara Nac10nal
Civil que dijo: “La ley 22.434, al sustituir el art. 48 del Cod.
Procesal, se ha inclinado por el criterio de que es necesario
que el compareciente invoque concretamente los motivos
en que se funda la ausencia de representamón, cond1c1o-
32 CNCom, Sala A, 3/3/71. LL, 143-298.
33 CNPaz, Sala IV, 3/2/71, LL. 143-394.
3‘ Fenochietto - Arazi, Código Procesal. t. l, p. 203.
35 Palacio. Manual, t. I. p. 280.
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nando la admisibilidad de la comparecencia de gestor, a los
hechos o circunstancias que impidan la actuación de la parte
que ha de cumplir los actos procesales y le impone la carga
de ‘indicar la parte en cuyo beneﬁcio pretende actuar' y ‘de
expresar las razones que justiﬁcan la seriedad de la presen-
tación’. Pero, como no se introdujo ninguna otra exigencia
aparte de las señaladas se considera que el juez, sólo debe
ponderar si las razones esgrimidas justiﬁcan el pedido, sin
que sea menester requerir o admitir prueba alguna para ac-
ceder o denegar. en su caso la franquicia de referencia"3°.
También, coincidentemente con el fallo citado en la nota
32, ha dicho la Cámara Nacional de Comercio que: “No cabe
admitir la actuación del gestor procesal si no invocó los mo-
tivos en que se fundó la ausencia de representación, resul-
tando insuﬁciente la aserción de encontrarse el presunto co-
mitente en otra provincia y la perentoriedad de evacuar una
vista para la que disponía de un plazo de cinco días, máxime
si el litigante con proceso abierto se marchó del lugar del jui-
cio sin dejar representación constituida"37.
Otra Sala del mismo tribunal ha decidido que: “Para
comparecer en juicio sin acreditar la personería (art. 48, Cód.
Procesal). es necesario expresar concretamente razones
atendibles con respecto a las dificultades que se tengan para
presentar el poder o para actuar por derecho propio”3°.
Por oposición a estos últimos fallos, se ha mantenido
como un caso de urgencia objetiva. la mera circunstancia de
estar corriendo el plazo para contestar demanda”, exclu-
yendo la necesidad de prueba en este caso.
Conforme con este criterio objetivo. tenemos un fallo de
la Cámara Nacional de Comercio que dijo: “No cabe desvir-
tuar la eﬁcacia práctica del dispositivo previsto en el art. 48
del Cód. Procesal, tendiente a asegurar la defensa en juicio,
mediante la exigencia del cumplimiento de requisitos pu-
ramente formales, y de difícil, cuando no imposible, satisfac-
ción. Cabe. por consiguiente, tener por suﬁciente la invo-
cación del art. 48. careciendo de trascendencia que no se
haya alegado expresamente hallarse en una situación de ur-
gencia si ella resulta obviamente de la naturaleza del empla-
36 CNCiV. Sala C. 26/6/85, JA. 1985-111-108.
7 CNCom. Sala D, 25/2/82. ED. 100-442.
5 CNCom, Sala E. 15/9/81. ED. 97-233.
9 CNCom. Sala B. 5/7/82. ED. 101-433.uuu
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zamiento ordenado y del hecho de que, cuando el gestor sepresentó. estaba corriendo el plazo para expresar agra-vios"‘°.
Otro fallo de la Cámara Nacional Especial en lo Civil y
Comercial decidió que: “La urgencia a que supedita el art.
48, la comparecencia en juicio sin los instrumentos que acre-
diten la personalidad, surgen del expediente, de las circuns-
tancias que rodean al acto procesal que se pretende cumplir,
de la necesidad de contestar la demanda, dadas las conse-
cuencias que trae aparejada su incontestación y la brevedad
y perentoriedad del plazo para hacerla, frente al tiempo que
insumen las diligencias que deben cumplirse para el otorga-
miento del mandato por lo cual carece de sentido que aqué-
llos se expliciten por el peticionante”“.
Finalmente, la Cámara Nacional Comercial, nos ha brin-
dado el que creemos más contundente fallo (posterior a 1a
reforma), que sostiene el criterio objetivo, al decir: “La expre-
sa invocación de la franquicia legal, con la promesa de acom-
pañar el respectivo poder, hace verosímil la urgencia de la
presentación, máxime si también recibe apoyo de las cons-
tancias del expediente. La contestación de la demanda, es
uno de los casos urgentes a que se refiere el art. 48 del Cód.
Procesal, que hacen admisible la intervención del gestor”?
A modo de conclusión de esta reseña de fallos, transcri-
biremos dos dictámenes de la Cámara Nacional Especial en
lo Civil y Comercial, que consideramos receptan la correcta
interpretación de la “urgencia” para otorgar la franquicia del
art. 48 del Cód. Procesal. La Sala III decidió: “La facultad
conferida por el art. 48 del Cód. Procesal, es de carácter ex-
cepcional y restrictivo, no siendo la perentoriedad de los pla-
zos motivo suﬁciente para aceptar, sin más, la intervenCIÓn
del gestor en las condiciones de dicha norma legal. .La ur-
gencia del caso resulta de los hechos o circunstanc1as impre-
vistas o que hayan impedido la actuación directa de .laparte,
y no puede estar configurada en la sola circunstanCIa de so-
brevenir términos perentorios vinculados con las cargas pro-
pias del trámite judicial, ya que lo contrario llevaria a que lo
excepcional pase a ser lo normal“. Y la Sala IV expresó:
“La interpretación del art. 48 de la ley ritual es restrictiva, y
‘0 CNCom. Sala B, 26/9/84, LL, 1986-A-617.
“ CNEspCivCom, Sala II, 31/6/85, JA, n° 5458, 9/4/86.
41 CNCom. Sala B, 21/2/35, ED, 115-676.
‘3 CNEspCivCom, Sala III, 17/5/33, JA, 1984-111-110.
ll. Leccionel y Ennyon.
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ante la perentoriedad del plazo para apelar, no corresponde
la invocación del artículo mencionado, ya que la situación
no puede caliﬁcarse de imprevista o sorprendente, toda vez
que el interesado al ausentarse al interior del país (o donde
fuere) ha podido otorgar el poder pertinente y, para el su-
puesto de olvido o desconocimiento de este menester, ser
advertido por su letrado patrocinante"“.
Estos fallos, sin pretender sentar una interpretación
aplicable a todos los supuestos, siguiendo la que denominá-
ramos postura subjetivo-objetiva, teniendo como base ele-
mental los requisitos objetivos, los perfecciona y completa
con las menciones que la parte interesada haga en cada pro-
ceso.
Con esta última opinión, no pretendemos refutar a la
franca mayoría de autores que sostienen el criterio objetivo
de la urgencia. Es indudable que para resolver casos hipo-
téticos y abstractos, sólo podemos adoptar una postura obje-
tiva. Ello sin desmedro del reconocimiento de las circuns-
tancias particulares en cada caso concreto.
Por esta última apreciación disentimos con Eisner“,
quien niega prima facie a las circunstancias y hechos impo-
sibles de vencer para el sujeto en particular, entidad suﬁ-
ciente para conﬁgurar la urgencia necesaria para otorgar la
facultad del art. 48 del Cód. Procesal.
El segundo interrogante, motivo de este capítulo, puede
resumirse en la siguiente expresión: ¿Deben probarse las
“razones que justiﬁquen la seriedad del pedido” o es suﬁ-
ciente expresarlas?
Esta desinteligencia, como bien señala Falcón 4°, parte de
una aparente contradicción entre la Exposición de motivos
de la ley 22.434 y la norma convertida en el art. 43. Así en la
Exposición de motivos se habla de “recaudos que demues-
tren la seriedad del pedido“ y el texto de la ley sólo incluye
el deber del gestor de expresar las razones que justiﬁquen
su pedido.
'
Esta aparente contradicción, ha sido rápida y eﬁcazmen-
te superada por la doctrina yjurisprudencia. Así la Cámara
Nacional de Comercio, decidió que es suﬁciente la sola invo-
4'4 CNEspCivCom, Sala IV. 13/2/85. JA, lQBS-IV-107.
45 Eisner, Sobre el requisito de “urgencia”, LL, 1976-C-477.
‘5 Falcón. Enrique M., Código Procesal y Comercial de La Nación con-
cordado, comentado y anotado, Bs. A5.. Abeledo-Perrot, 1935.1. I. p. 237.
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cación del art. 48 y que carece de trascendencia el no haber
alegado hallarse en una situación de urgencia si ésta resulta
obvia en el expediente 47.
Conforme con esta decisión es la opinión de Palacio“,
quien aﬁrma que es suficiente una simple acreditación que
justiﬁque prima facie, la verosimilitud de las razones invo-
cadas. considerando innecesaria la producción de prueba
concluyente.
En una posición más estricta, considera Falcón, como
necesarias para el otorgamiento de la facultad del art. 48 del
Cód. Procesal:
a) La mención de los hechos por los cuales no puede
presentarse la parte.
b) Presentar argumentos que acrediten estos hechos.
c) Eventualmente, acompañar prueba de estos hechos
(si se la tuviera).
Para concluir, siguiendo a Yáñez Álvarez, expresaremos
un principio que debe regir en esta materia que es: “Que
toda duda que pudiera plantearse, debe ser resuelta en el
sentido más favorable para el ejercicio adecuado de la de-
fensa en juicio de la persona y sus derechos"49.
5. CONVALIDAClÓN DE L0 ACTUADO POR EL GESTOR
La personalidad del gestor procesal recién se perfec-
ciona con la ratificación o convalidación de lo actuado por
su representado. Ínterin, el gestor reviste el carácter de un
presunto mandatario, acorde con los arts. 1870, inc. 5°, 1973 y
1877 del Cód. Civil.
Decimos que se perfecciona la actuación del gestor, por
lo dispuesto por el art. 1936 del Cód. Civil que expresa "la ra-
tificación equivale al mandato y tiene entre las partes'efecto
retroactivo al día del acto, por todas las consecuencias. del
mandato”; que es de aplicación a “las procuraciones JudlCla-
les”, mientras no se opongan al Código Procesal (art. 1870.
inc. 6°. Cód. Civil).
47 CNCom, Sala B. 26/9/84. LL. lBBS-A-GH.
4B Palacio, Manual. t. I, p. 279.
49 Yáñez Álvarez, El gestor procesal. JA. doctrina 1970-787.
164 LECCIONES Y ENSAYOS
De conformidad y completando la norma precedente, el
art. 2304 del Cód. Civil también trata de la ratiﬁcación de lo
actuado por el gestor (de negocios) y sus efectos retroacti-
vos. Hay, esencialmente, dos formas de ratiﬁcación por la
parte representada:
a) La presentación de los instrumentos habilitantes de
la personería.
b) La simple ratiﬁcación de la gestión mediante un es-
crito presentado en el proceso respectivo.
Posteriormente a la ratiﬁcación, el gestor debe ser repu-
tado apoderado de la parte, para todos los ﬁnes del proceso,
incluso para la regulación de honorarios.
También puede darse, como sugieren algunos autores 5°
la posibilidad de la ratiﬁcación tácita, mediante cualquier
hecho (excepto los mencionados ut supra), pero que necesa-
riamente importen la aprobación de lo actuado.
En el sentido opuesto a la opinión de estos autores, ha
dicho la Cámara Nacional Civil que “la ratiﬁcación del man-
dante respecto de las actuaciones del gestor debe ser fomu-
lada en forma expresa y no tácita, dado el sentido de la parte
23, imperativa por cierto, del art. 48 del Cód. Procesal"5‘.
Tampoco admite este decisorio, la ratiﬁcación que re-
sulta del silencio del mandante, que sí admite el art. 1935 del
Cód. Civil, alegando que “la ratiﬁcación no puede ser equi-
voca, sino expresada en forma categórica".
El elemento esencial de la ratiﬁcación es la tempestivi-
dad. Al ser la franquicia del artículo del Código Procesal de
carácter excepcional, se justiﬁca, y así lo han entendido mu-
chos fallos, la perentoriedad del plazo establecido para la
conﬁrmación.
.
Al ser perentorio el plazo, al vencerse caduca automáti-
camente el derecho a convalidar las actuaciones cumplidas
por el gestor, aun en contra del Código Civil (art. 1936), pues,
las normas procesales, tienen preponderancia sobre el mis-
mo 52. Concordantemente se resolvió que la sanción de nu-
lidad (por haberse vencido el plazo) no pugna contra las nor-
mas sobre mandato del Código Civil 53.
5° Fenochietto - Arazi, Código Procesal. t. l. p. 204.
51 CNCiv, Sala C, 6/9/84. LL, 1985-A-281.
52 SCBA, AS, 1963-VIIl-362.
53 SCBA. AS. 1963-VI-276.
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Efectuada dentro del plazo otorgado por el art. 48 (cua-
renta días), la ratiﬁcación es válida y produce sus efectos,
aun cuando hubiera tenido lugar después de opuesta la ex-
cepción de falta de personería, aunque el que ratiﬁcó debe
soportar las costas del incidente“.
Igualmente, siguiendo a Yáñez Álvarez, creemos que no
corresponde, estando pendiente el plazo del art. 48 del Cód.
Procesal, que la contraparte oponga la excepción de falta
de personería contra quien invocó la calidad del gestor pro-
cesal 55.
Es entonces decisión común de los jueces que si el gestor
no acredita su personería en término, la ratiﬁcación poste-
rior al plazo, no es idónea para validar los actos precluidos 55.
No obstante, por interpretación contraria, un fallo de la
Cámara Nacional de Comercio, deja abierta la posibilidad de
una extensión del plazo si median circunstancias excepcio-
nales y éstas son alegadas por el gestor. Así expresa la Cá-
mara, “Si el gestor entendió mediaban circunstancias excep-
cionales que tornaban imposible cumplir en término con la
exigencia legal, subsistiendo no obstante ello la representa-
ción procesal, debió manifestarlo en el expediente con ante-
rioridad al vencimiento del plazo y no, como lo hizo, a1 con-
testar un traslado que, si bien no prevé la ley procedimental,
le fuera corrido del pedido de nulidad incoado por su contra-
ria; acreditando en el evento la representación impugnada
con la copia de un mandato otorgado cuatro meses atrás”57.
Para concluir, mencionaremos sólo dos fallos, respecto
de la iniciación y cómputo de los cuarenta días que da la ley
para convalidar lo actuado por el gestor.
Así, la Cámara Nacional Civil dijo: “Para el cómputo del
plazo previsto por el art. 48 del Cód. Procesal, sólo se toman
en cuenta los días hábiles, por tratarse de un plazo procesal,
y comienza a correr desde la fecha en que se invoca la fran-
quicia, o sea, desde que el gestor se arrogó la representamón
de alguna de las partes, con prescindencia de su efrcacra y de
toda declaración sobre el particular".
Y expresó la Sala F del mismo tribunal: “Si interpuesto
5‘ CNCiv. Sala A, 31/5/63, ED, 6-94.
55 Yáñez Álvarez, El gestor procesal. JA, doctrina 1970-787.
5G CNCÍV, Sala C, 1/8/70, ED, 36-384.
57 CNCom, Sala C, 25/11/31, ED, 93-396.
5° CNCiV, Sala A, 16/9/30, ED. 91-523.
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el recurso en los términos y alcances del art. 48 del Cód. Pro-
cesal. el gestor no acompañó los instrumentos que acrediten
la personalidad. ni la parte ratificó su gestión dentro de los
cuarenta días hábiles desde la primera presentación como lo
exige la norma citada. se deberá declarar la nulidad de todo
lo actuado por el gestor” 59.
Sólo basta agregar la absoluta conformidad de la doc-
trina en computar el plazo desde la primera presentación del
gestor y considerarlo un plazo procesal (de días hábiles).
6. NULIDAD DE L0 ACTUADO POR EL GESTOR. OPINIÓN DE PALACIO
El problema de la nulidad de los actos del gestor proce-
sal, está íntimamente vinculado con el tema tratado en el
apartado 5, al ser ésta una consecuencia directa de la no pre-
sentación de los documentos que acrediten la personería. o
la falta de ratificación por la parte, dentro del plazo otorgado
por el art. 48 del Cód. Procesal.
Estando a los términos estrictos de la ley. como ya vi-
mos, la ratificación tardía es inoperante, por aplicación del
principio de preclusión.
La sanción de nulidad, a pesar de su amplitud (alcanza a
los actos cumplidos dependientes de la actuación ineﬁcaz),
no debe ser tal que sobrepase el límite de la necesidad de ga-
rantizar la defensa en juicio.
En principio. como reglas básicas, diremos que la nuli-
dad es de carácter relativo“, la debe declarar el juez de la
celiusa‘“y opera automáticamente por el mero transcurso delp azo 62.
Sin embargo, lajurisprudencia ha sostenido diversas po-
siciones sobre los efectos de la nulidad. Prueba de ello es
que, el único fallo plenario que trató el tema del gestor pro-
59 CNCiv, Sala F. 17/2/84. LL, 1984-8-33]; íd.. íd.. l6/10/73, RepED. 7-
743. sum. 22: íd.. Sala A, 15/11/74. LL. l975-A-202; ld.. Sala B. 26/4/83. JA.
1984-11410; íd., íd.. 11/12/72. ED. 47-462; ld.. ld., 25/7/72. ED, 46-346; CZ'Apel
La Plata. Sala I. 19/9/50. LL. 60-201: íd., Sala II. DJBA. 52-348.
6° Pues todas las nulidades procesales lo son. Esta nulidad plantea
una cosajuzgada formal respecto de la misma.
al SCBA, AS, 1963-11-735. CCivCom San Martín. Sala Il, 25/10/80. JL.
1-1085.
‘52 SCBA, AS, 1957-111-4238; ld.. AS, l957-IV-6l4; ld.. AS. 1963-1-276;
CCivCom Lomas de Zamora. Sala III. 5/8/80. JL. l-lOOl.
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cesal está mayormente dirigido al problema de la nulidad de
los actos por la no ratificación.
Este importante fallo fijó dos pautas esenciales:
a) La justificación de la personería con posterioridad al
vencimiento del plazo fijado en el art. 48 del Cód. Procesal
no purga, como principio, la nulidad que en él se establece, y
habilita al juez para declararla de oﬁcio.
b) La tardía acreditación de la personería sanea la nuli-
dad cuando la agregación del poder o la ratificación, ha sido
admitida (expresa o tácitamente), por la parte contraria y no
ha mediado hasta entonces decisión judicial que la declare 53.
Este decisorio sienta un principio general y da una ex-
cepción a aquél. No obstante, la jurisprudencia posterior a
la ley 22.434, ha mantenido criterios opuestos.
1) Así, como firmes partidarios del principio general
dado por el plenario (al que no le admiten excepciones), po-
demos citar alos siguientes decisorios:
“Si interpuesto el recurso en los términos y alcances del
art. 48 del Cód. Procesal, el gestor no acompañó los instru-
mentos que acrediten su personalidad, ni la parte ratificó su
gestión dentro de los cuarenta días hábiles desde la primera
presentación como lo exige la norma citada, se deberá decla-
rar la nulidad de todo lo actuado por el gestor"°“.
“Si quien comparece en juicio bajo las reglas del art. 48,
no acompaña los documentos acreditantes de la personería
invocada o no hace ratiﬁcar lo actuado por la parte en cuyo 1n-
terés dijo actuar, sobreviene la nulidad por el solo ministerio
de la ley, al vencimiento del plazo. Carece por ende de rele-
vancia el cuestionamiento de la legitimación que tendría la
propia parte en cuyo nombre se compareció para aduc1r tal
nulidad"55.
_ i
2) Mencionando la necesidad de la declaración de of1c10:
“La nulidad prevista por el art. 48 del Cód. Procesal,
debe aplicarse aun de oﬁcio, no pudiendo salvarse una Vez
vencido el plazo legal con una tardía, ratificaCIÓn o con la
posterior presentación del poder"°°.
3) Haciendo énfasis en la nulidad por el mero transcurso
del tiempo:
53 CNFed. en pleno. 31/5/77, LL, 1977-C-19.
64 CNCÍV. Sala F. 17/2/34. LL. 1984-B-331.
“5 CNCom. Sala C. 15/12/33. LL, l9E4-A-452.
5° CNESpCiVCom, Sala IV, 4/5/33. JA, 1934-”1-110.
168 LECClONES Y ENSAYOS
“A raíz del carácter perentorio que revisten como regla
general, los plazos procesales (art. 155. Cód. Procesal). la nu-
lidad que la ley imputa a la falta de representación procesal
o de ratiﬁcación de lo actuado dentro del plazo legal, debe
tenerse por conﬁgurada como consecuencia del mero trans-
curso de aquél, sin necesidad de expresa declaración judi-
cial. No siendo susceptible de convalidar (art. 170, Cód.
Procesal). porque precisamente en el caso del art. 48 es el
mismo vencimiento del plazo legal la circunstancia determi-
nante de la ineﬁcacia de los actos cumplidos por el gestor" “7.
“Transcurrido el plazo perentorio del art. 48 del Cód.
Procesal se opera la nulidad de todo lo actuado por el gestor,
sin declaración o informe previo alguno. Ello es así en vir-
tud de que el efecto propio de los plazos perentorios. es que
su solo vencimiento hace decaer el derecho correspondiente
sin posibilidad de que pueda ejercérselo con posterioridad.
En otras palabras, el solo cumplimiento del plazo previsto en
la ley determina su caducidad e imposibilita el cumpli-
miento posterior de los actos allí previstos. En consecuen-
cia deviene de oﬁcio la declaración de nulidad. La justiﬁ-
cación dela personería con posterioridad al vencimiento del
término en cuestión no purga la nulidad ni tampoco la tardía
ratiﬁcación"“.
4) De conformidad con el fallo citado en la nota 66 (en
cuanto a la declaración de oﬁcio), pero contrariando a todos
los anteriormente citados y permitiendo la ratiﬁcación tar-
día. a la que también aludía el plenario:
“Lo imperativo de la norma contenida en el art. 48 del
Cód. Procesal, obliga aljuez a su aplicación aun de oﬁcio, al
comprobar su incumplimiento; empero aun cuando se admi-
tiera hipotéticamente que la norma consagra una nulidad
absoluta, y en consecuencia de orden público, debe recono-
cerse asimismo. que también podría decirse que reviste este
último carácter la preclusión, toda vez que lo que con ella se
persigue es que los actos procesales cumplidos queden ﬁr-
mes y no pueda volverse sobre ellos. prolongando la dura-
ción de las causas indeﬁnidamente, lo que importa una nece-
sidad jurídica que justiﬁca darles convalidación a aquéllos,
no obstante los vicios que pudieran presentar. Por lo tanto,
si un proveído tiene expresamente por cumplida la justiﬁ-
57 CCivCom Junín, 30/10/35. JA, n° 5462. 7/5/86.
3° CNEspCivCom. Sala IV. 24/12/85. JA. n° 5467. 28/5/36.
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cación de la personería, resolución que las partes consintie-
ran, concluye la etapa pertinente; y, en tales condiciones,
no es procedente declarar la nulidad delo actuado, dado que
la preclusión tiende a dar certeza y seguridad al desarrollo
del proceso, impidiendo que los actos procesales firmes pue-
dan ser invalidados, cualquiera sea el vicio o defecto del que
adolezcan"69.
5) También recordamos en este sentido un viejo fallo de
1a Cámara 23, Sala III de La Plata, que incluso permitía la ra-
tiﬁcación de lo actuado, aun vencido el plazo, mientras la
nulidad no fuese expresamente declarada.
En cuanto a lo que es criterio, prácticamente unánime,
en doctrina y jurisprudencia, en el sentido de que la nulidad
retrotrae el proceso (en cuanto a los actos celebrados por el
gestor) al día de presentación del gestor, y tiene a los actos
realizados por éste como inexistentes; rescatamos un fallo
de la Cámara de Apelaciones Civil y Comercial de Mercedes
que mantuvo la'validez de una demanda iniciada por un ges-
tor judicial, aún habiéndose vencido el plazo para su conva-
lidación, a los efectos interruptivos del curso de la prescrip-
ción 7°.
Finalizando este recuento de contradicciones sobre el
tema de las nulidades prevista por el art. 48 del Cód. Proce-
sal, no podemos dejar de mencionar la discusión referida al
carácter, automático o no, de la nulidad prevista.
La jurisprudencia y doctrina mayoritaria y más aún la
posterior a la reforma, está de acuerdo en considerar que
la nulidad deviene tal, por el mero transcurso del tiempo, sm
necesidad de pedido de parte.
Puntualizan, Falcón, Fenochietto y Arazi, que la reforma
es clara respecto del tema de la nulidad, al decir que “se pro-
duce por el solo vencimiento del plazo, sin que se requiera
intimación previa". Agrega el primer autor, que la reforma
eliminó así, las discusiones que había planteado Cierta juris-
prudencia sobre el anterior art. 48 del Cód. Procesal.
Es sabida la solitaria posición de Palacio7| quien, aun a
pesar de la nueva redacción, asegura que no ha perdido vir-
tualidad la jurisprudencia que permite la tardía ratiﬁcamón
“9 CNCiv, Sala C, 27/7/84, JA, 1984-IV;C1‘ CivCom BBlanca, DJBA. 82-
IOB.
7° CApelCivCom Mercedes. Sala II. 17/10/30, ED, 92-643.
71 Palacio, Manual, t. I, p. 279.
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y que sanea la nulidad, si la misma ha sido expresa o tácita-
mente admitida por la parte contraria y no ha Sido declarada
por el juez.
Aﬁrma para concluir que la referencia legal al “solo ven-
cimiento del plazo", no puede contrariar el régimen vigente
en materia de nulidades. pues no resulta beneficioso para
nadie.
Esta posición de Palacio, se encuentra avalada or el fa-
llo citado en la nota 69 y por la opinión de Yáñez ﬁvarez",
anterior a la reforma, quien también aﬁrmaba que, aun en
contra de lo que aparentemente expresaba el anterior Có-
digo Procesal, por tratarse de una nulidad procesal (por lo
tanto de carácter relativo), siempre será necesaria la declara-
ción judicial, de oﬁcio pero a solicitud de parte. Concuerda
con Palacio en admitir la posibilidad de consentimiento de
la contraparte, de la ratiﬁcación tardía.
La sanción que trae aparejada la nulidad, tiene como
consecuencia inmediata el pago de las costas causídicas por
el gestor, ya que su actuación negativa, es la que motiva la
invalidación del proceso. Según un fallo de la Cámara Na-
cional Civil, sólo satisfará las costas que guarden relación de
causalidad entre su obrar y la nulidad pronunciada. Si car-
gara con todas las costas del proceso, se lo estaría convir-
tiendo enla parte vencida en el juicio.
El texto legal, amplía las consecuencias negativas, ya
que la responsabilidad del gestor se extiende a los daños
ocasionados.
.
Los perjuicios que haya provocado el gestor que no fue
ratiﬁcado, es materia que debe su ventilada en un proceso
distinto y no en el que intervino el gestor procesal.
71 Yáñez Álvarez. El gestor procesal, JA, doctrina 1970-783.
